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1. Introducción

En la situación actual de crisis se ve necesario afinar y perfeccionar todos los instrumentos que se posean para la lucha contra la pobreza y la exclusión social. Los últimos datos de la Encuesta de Población Activa (EPA)
 muestran que se encuentran en situación de desempleo en nuestro país 4.978.300 personas situando la tasa de paro en 21´52%, marcando un nuevo récord histórico, y el número de personas que viven en hogares en los que todos sus miembros están en desempleo ha alcanzado la cifra 1.425.200 En el actual momento de crisis que vivimos, en el que una cantidad no desdeñable de estas personas están viendo cómo desaparece su fuente de ingresos debido al agotamiento de la prestación por desempleo, el gobierno se ha visto obligado a establecer nuevos mecanismos temporales de garantía de ingresos. Primero fue el programa temporal  por desempleo e inserción (PRODI) del que se beneficiaron 615.771 personas de agosto de 2009 a julio de 2010
. Le ha seguido el Programa de Recualificación Profesional de las Personas que Agoten su Prestación por Desempleo
 (Plan Prepara) que es el que está en vigor en estos momentos. Estas medidas se pueden interpretar como una muestra de la falta de confianza del Gobierno central en los programas de rentas mínimas autonómicos o como resultado del conocimiento que tiene la Administración Central acerca de la falta de eficacia de estos programas debido a un acceso, en muchos casos, demasiado restrictivo. Aún con todo, el Gobierno central en el año 2009 advirtió que ya había 300.000 personas que habían dejado de percibir la prestación por desempleo y pidió a las comunidades autónomas que ampliarán las rentas de protección social
.

Entre estos instrumentos, en Aragón, se encuentra el Ingreso Aragonés de Inserción (IAI), el modelo aragonés de renta mínima de inserción. Dicho programa no ha sufrido ninguna modificación sustancial desde la publicación del Decreto 57/1994, de 23 de marzo, de la Diputación General de Aragón, por la que se regula el Ingreso Aragonés de Inserción. Por ello se considera de suma importancia analizar cuáles han sido los efectos del decreto aparecido en 2009, en plena crisis, ya que es la primera modificación significativa en 17 años.  Con esta ponencia se pretende  mostrar los resultados preliminares acerca del estudio que se está realizado sobre de esta modificación. 
2. Metodología

Este trabajo consta de dos tipos de análisis. Un primer análisis teórico consistente en la lectura del decreto y su comparación con la legislación anterior así como con la bibliografía existente.  Un segundo basado en el análisis de las entrevistas en profundidad realizadas a una muestra de informantes cualificados, pertenecientes a los ámbitos relacionados directa o indirectamente con la aplicación del IAI que ha servido para contrastar el análisis teórico con la realidad.
Las entrevistas han sido semiestructuradas. Se han hecho de esta forma para que la relación que se establece en el proceso de comunicación sea abierta, por tanto, la persona entrevistada puede expresar sus opiniones según sus criterios y utilizando su propio lenguaje. Sin embargo, el contenido de la entrevista responde a un guión estructurado, por lo que al entrevistado se le formulan preguntas sobre cuestiones determinadas previamente acerca del decreto. Este guión para las entrevistas se estructuró en torno a los siguientes ejes:

· Perspectiva política
· Adaptación al contexto de crisis

· Requisitos

· Plazos

· Proceso burocrático

· Cuantía

· Otros aspectos de interés. 
Además de estas entrevistas en profundidad, la contrastación con la realidad, se ha fundamentado también en la experiencia propia como trabajador social en el servicio extraordinario de verano de Cáritas Diocesana de Zaragoza durante los meses de julio, agosto y septiembre del presente año. Durante el desempeño de este trabajo se pudieron comprobar algunos de los aspectos que aparecen en este decreto y contrastarlos con la experiencia de las compañeras de este servicio.
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3. El Decreto 125/2009 del Gobierno de Aragón

Seguidamente se va analizar qué cambios se han producido y con ello, qué problemas, déficits y limitaciones de los que padece este programa se han abordado con la aparición de este decreto
. 

Antes de entrar en el análisis del decreto cabe destacar, al observar la legislación referente al IAI, cómo en 17 años no se ha producido ninguna modificación sustancial del IAI. En la última ley de Servicios Sociales de Aragón
 se menciona la Renta Básica como una de las prestaciones económicas (art. 37, 2,f). Pero no se regula en el Proyecto  de Decreto por el  que se aprueba el Catálogo de Servicios Sociales (Gobierno de Aragón, 2010), donde se señala que quedará incorporada como prestación económica del Catálogo de Servicios Sociales en los términos que establezca la futura ley de prestaciones sociales de carácter económico prevista en la disposición adicional tercera de la Ley de Servicios Sociales de Aragón. Por el momento nada se sabe de ella.
Que no exista modificación o novedad alguna en 17 años puede hacer pensar en la poca atención que se le ha prestado desde la Administración a este programa, por lo menos a efectos prácticos. Se dice a efectos prácticos porque el debate sobre estos programas ha sido una constante, sobre todo por la lucha y reivindicaciones de los sindicatos, organizaciones no gubernamentales y los propios técnicos encargados de su aplicación. El propio Departamento de Servicios Sociales y Familia del Gobierno de Aragón elaboró en el año 2006 una propuesta de modificación del IAI
. También desde el mundo académico, y como muestra este mismo trabajo, se han dedicado muchas páginas a analizar las rentas mínimas de inserción, por lo que podemos afirmar que su escasa de evolución se debe a  falta de voluntad política y no a la falta de sugerencias o análisis críticos (Hernández, 2011).

Hecha esta apreciación, se va a comprobar también si la filosofía de este programa ha sido cambiada en algún aspecto, si se ha seguido una línea continuista o se ha reforzado el carácter subyacente en el anterior decreto.

En la introducción del mismo se reconoce la necesidad de modificar este programa  ante “los cambios sociales y la actual coyuntura económica”. Para ello pretende:

· “simplificar y agilizar la gestión de los órganos que tramitan y resuelven  este programa del Ingreso Aragonés de Inserción”.

· “mejorar los requisitos y condiciones para poder acceder a esta prestación económica”

Esto se intentará conseguir a través de las modificaciones que se verán a continuación. Dichas modificaciones hacen referencia a los cambios que este nuevo decreto ha producido sobre el anterior, Decreto 57/1994, de 23 de marzo, de la Diputación General de Aragón, por el que se regula el Ingreso Aragonés de Inserción en el  desarrollo de la Ley 1/1993, de 19 de febrero, de Medidas Básicas de Inserción y Normalización Social.
3.1 Perspectiva política 

Era de interés para este análisis ver como se interpretaba la actitud política hacia este programa así como ver por qué se había modificado en este momento y no en otro. Según el estudio de condiciones de vida y pobreza relativa de la población en Aragón (CESA, 2009), en Aragón existe una falta de visibilidad de las situaciones de pobreza relativa y exclusión social y también un escaso interés social y político. Esta falta de visibilidad se debe a la nula capacidad de movilización política y reivindicativa de las personas en estas circunstancias y a los cambios de perfil de las mismas. Estas aseveraciones las podemos hacer perfectamente extensibles a los usuarios del IAI ya que son personas en riesgo de exclusión social y los resultados de las entrevistas de esta investigación han llegado a idénticas conclusiones.

Por otro lado no se ha constado que haya existido una presión política por parte de la administración central para reactivar o intervenir sobre estos programas aunque así se ha escrito en algunos medios de comunicación: “…el Gobierno central ha advertido de que hay ya 300.000 personas que han dejado de percibir la prestación por desempleo y ha pedido a las comunidades autónomas que amplíen las rentas de protección social. Además, en previsión de que la situación empeore, está manteniendo contactos con los Ejecutivos autonómicos para poder ampliar el subsidio de paro y garantizar así un ingreso mínimo a aquellos que se queden sin ningún tipo de protección”
.
Al analizar el motivo por el que aparece este decreto en este momento y no en otro se apunta a la necesidad de dar algún tipo de respuesta (o justificar que se estaba haciendo algo)  ante las graves situaciones de desamparo social que se están produciendo en la sociedad derivadas de la crisis y para muchas de las personas que la sufren el IAI es última red de protección a la que pueden acudir (E2, E4).

Respecto a cuándo hubiera sido el momento adecuado para haber realizado la modificación, parece evidente, que no habría que haber dejado pasar 17 años, debería haberse hecho antes. Un momento adecuado hubiera sido en el 2006 aprovechando el trabajo que se realizó en ese año para elaborar la Propuesta de Modificación del IAI (Gobierno de Aragón, 2006). Este texto debería haber sido la base para realizar la modificación y se tendrían que haber tenido en cuento muchas de sus propuestas, cosa que no ha sucedido. 
El IAI ha sufrido este verano el problema de no ser un derecho subjetivo lo que lo hace totalmente dependiente de la voluntad política. Las decisiones políticas del Gobierno Autonómico parece a haber afectado a la financiación de este programa entorpeciendo su funcionamiento en los últimos meses (E1). Esto es consecuencia, como ya se ha dicho, de la falta de interés de la administración por este programa y de que no ocupa un lugar propio y reconocido en el sistema de protección social al no ser un derecho subjetivo como si lo es en el País Vasco.
3.2 Aspectos Formales

Debido al espacio de tiempo transcurrido desde la promulgación de la última norma relativa al IAI y el nuevo decreto, algunos de los conceptos, instituciones o personal que en él aparecen han cambiado, transformado o desaparecido. A esto es a lo que se hace referencia con el título de aspecto formales.
Esto se puede comprobar a lo largo de todo el decreto (art: 6, 8, 9, 11, etc.) sirvan como ejemplos la sustitución del Servicio Provincial de Bienestar Social y Trabajo por la actual Dirección Provincial del Instituto Aragonés de Servicios Sociales
 (art. 6) o el cambio de los términos “minusválido físico, psíquico o sensorial” por “persona con discapacidad  física psíquica o sensoria”, añadiendo las valoraciones de la Ley de Dependencia
, “personas en situación de dependencia en Grado III (gran dependencia) o II (dependencia severa), niveles 1 ó 2” (art. 8).
3.3 Cuantía

Siendo la cuantía uno de los puntos más criticados se puede comprobar que no se ha modificado nada (artículo 6). 

La única modificación que afecta a la cuantía es la referente a las deducciones (artículo 8) que sí han sido modificadas aumentando el porcentaje a deducir y subiendo la edad de los menores con los que se convive por la cual por debajo de dicha edad se producían las deducciones. Por mucho que estas deducciones sean modificadas o mejoradas siempre estarán dentro del registro entre los 440 y los 620 (aproximadamente) por  lo que  no pueden suponer una mejora significativa (E2 y E4). 
Como se pude entender con estas cantidades se hace difícil cumplir el objetivo propuesto por el IAI
: “…normalizar  las condiciones de vida de aquellas personas que se encuentren en estado de necesidad, así como la integración social de las que padezcan situación de marginación”. Si la cuantía de las prestaciones supera el umbral de la pobreza de forma mínima es difícil que pueda posibilitar una inserción social ya que este salario perpetúa o reproduce una situación de vulnerabilidad social incluso en algunos casos de exclusión. Parece normal que se critique de forma reiterada la escasez de estas prestaciones ya que estas cantidades dificultan el objetivo a conseguir (Hernández, 2011). La medida más importante para mejorar la calidad de vida de los perceptores de IAI pasa por aumentar la cuantía básica como se señala en la Propuesta de Modificación del IAI hecha por la DGA (Gobierno de Aragón, 2006).
3.4 Plazos

La mejora de los plazos es el aspecto en que más esfuerzo se ha invertido. Entre los cambios más relevantes en este ámbito se pueden citar:

· Reducción del plazo de resolución y notificación del recurso  que cabe ante la decisión que tome la administración que anteriormente era un recurso ordinario y ahora es un recurso de alzada, de tres meses a 15 días (artículo 24).

· En el artículo 27 se  especifica un plazo de 15 días que antes no existía para la instrucción. Con ello, de nuevo, se busca la reducción del tiempo en la tramitación destacando la importancia de poner un plazo máximo de resolución de 15 días que hasta el momento era de tres meses. 
· Finalmente, y como aspecto más destacable, se impone un plazo máximo de resolución de 15 días que hasta el momento era de tres mes para la tramitación del IAI (artículo 28)
Siendo este el ámbito en que más esfuerzo se ha invertido y uno de los  objetivos principales “simplificar y agilizar la gestión de los órganos que tramitan y resuelven  este programa del Ingreso Aragonés de Inserción” solo se puede calificar de rotundo fracaso. Desde la aparición del decreto  nunca se han cumplido estos plazos, o al menos no hay constancia de ello. Los plazos de concesión se han llegado a demorar hasta más de cinco meses a lo que hay que añadir la espera de un mes para ser atendido en algunos Centros Municipales de Servicios Sociales. Los plazos para la renovación también se han empezado a dilatar en el tiempo.
Lo paradójico de la situación es que los momentos en que se ha tramitado de una forma más ágil este programa se remontan a periodos anteriores a la aparición del decreto, en los que se podía llegar a tramitar un expediente de IAI en dos meses. Esto se debe a diversas circunstancias, como que se haya triplicado el número de perceptores de este programa durante la crisis (CESA, 2010), pero según los trabajadores de los servicios sociales este aumento de demanda, no solo del IAI,  sino también de los servicios sociales lo que ha hecho es mostrar las carencias y defitis de los servicios sociales que con una demanda inferior no se hacían tan patentes (E2, E3 ,E4). 
Entre estos déficits se encuentra el de la escasez de recursos tanto humanos como materiales. En principio este programa tenía que ver incrementados sus recursos conforme fuera implantadose e incrementadose la demanda, cosa que no ha sucedido. Al contrario, se amortizan las plazas de trabajadores sociales, no se cubren las bajas de los profesionales ni se cubren las vacaciones
. Esto crea un estrés considerable ya que la trabajadora social es consciente de que cuando ella no está sus usuarios se quedan sin el profesional de referencia. Este hecho además perjudica la formación de los futuros profesionales que podrían adquirir una experiencia práctica de gran valor a través de las sustituciones tanto de las bajas como de las vacaciones (E2, E3). Estos hechos no son tolerados en otras servicios básicos como la educación y menos en sanidad por eso algunos profesionales han afirmado: “nadie se imagina ir a su médico de atención primaria y que le digan, no es que su médico está de vacaciones vuelva dentro de un mes. ¡Pero oiga a mí me duele la cabeza ahora!” (E2) o “Nunca mejor dicho, somos la hermana pobre del Estado de Bienestar” (E4).
A día de hoy la mayor utilidad del establecimiento de estos plazos es que permiten al usuario cuando se incumplen reclamar. Cáritas Diocesana de Zaragoza ha elaborado una hoja para poder reclamar el incumplimiento de estos plazos pero hasta el momento el número de reclamaciones es escaso. Los usuarios temen posibles represalias de la administración, tampoco se ha tenido de momento respuesta de la administración a estas reclamaciones (E1).
3.5 Proceso burocrático

Las mayores novedades y mejoras se encuentran en el aspecto burocrático, en concreto en los artículos 11 y 29. 

Los cambios realizados intentan simplificar la tramitación de este programa, por ejemplo, no pidiendo de nuevo para renovación del IAI toda la documentación preceptiva (artículo 9)  que parece en el artículo 27. Estas mejoras aunque se recogen en este decreto, ya  se estaban practicando desde hace algún tiempo, como por ejemplo, la que acabamos de citar. Estás mejoras se ponen en marcha notificándolas a los profesionales a través de circulares internas por lo que no suelen ser conocidas. 

También existen otras innovaciones que no han sido recogidas en él. Los profesionales desde hace un año, aproximadamente, poseen una tarjeta que necesitan para poder acceder al programa informático con el cual trabajan. Con esta tarjeta y previo permiso firmado del usuario pueden solicitar a hacienda los documentos necesarios de este, cosa que antes no era posible. Aunque es un avance que mejora el trámite los profesionales piensan que esto podría hacerse con el resto de la documentación. Solo el informe de vida laboral puede tardar una semana. 
En el artículo 11 se ha añadido un punto 4º en el que se presenta la siguiente novedad: “En el supuesto de que un beneficiario de la prestación suscribiera contrato de trabajo, no se procederá a la suspensión de la ayuda durante los tres primeros meses, y no podrá exigirse nueva documentación, cuando finalice el contrato de trabajo, para la continuidad en el cobro de la prestación.”

Es la modificación más importante que se ha realizado en este decreto. Responde a una de las propuestas de modificación del IAI del  El Gobierno de Aragón (2006) para paliar o subsanar la desincentivación laboral y el posible fomento de empleo sumergido al poder compatibilizar empleo remunerado e IAI durante un determinado periodo de tiempo. Además se añade la imposibilidad de exigir nueva documentación al acabar el contrato de trabajo. Con esto no solo se reduce y eliminan los problemas de tener que volver a solicitar la prestación de nuevo, con todo lo que ello supone, sino que se hace frente el problema de la desincentivación laboral.
Esto en la práctica ha supuesto un gran incentivo para las familias ya que cuando se produce esta circunstancia experimentan como es una vida con ingresos suficientes. Esto sirve de acicate para superar su situación y llegar a obtener ese nivel de ingresos que les permita llevar una vida digna. Hay que decir que en otras ocasiones esto supone una frustración al tener que habituarse de nuevo  a subsistir con unos ingresos que rozan el umbral de la pobreza cuando finalizan su contrato de trabajo, ya que por desgracia la superación, al igual que la inmersión, en situaciones de exclusión y pobreza no depende exclusivamente del individuo, aunque este parezca ser el mensaje que recorre desde hace años nuestra sociedad aún cuando los estudios disponibles nos dicen claramente que las situaciones de pobreza están estrechamente ligadas en un porcentaje muy alto a las situaciones de desempleo o de precarización de los salarios (aspecto éste que debería hacernos reflexionar ante las nuevas reformas del mercado laboral que se están llevando a cabo), en las que la responsabilidad individual es muy limitada (Ayala, 1994).
Aunque este cambio es el más importante y mejor valorado, puede haber un problema en la aplicación de esta medida. A pesar de estar pensado para poder compatibilizar el IAI con el trabajo remunerado combatiendo así una posible desincentivación laboral puede producir la suspensión de la tramitación de este programa. En el caso de que el solicitante o perceptor suscribiera contrato de trabajo durante el transcurso  la primera tramitación del IAI o la renovación podrían suspender dichos trámites. Esto se debe a que cuando llega un expediente al IASS se cruzan los datos con la tesorería de la seguridad social para ver la situación del solicitante, si en el momento de la tramitación aparece como dado de alta en la seguridad social esta se suspende. Se podrá entender lo grave de la cuestión, primero porque en determinadas situaciones viene a producir los efectos contrarios para los que se creó y segundo porque si el IASS tiene posibilidad de cruzar datos con la seguridad social para verificar los datos del usuario también debería poder cruzarlos para agilizar y simplificar la tramitación de este programa, cosa que no sucede.
Junto a esta modificación situamos, por novedosa,  la observada en el artículo 29. En él se reconoce la  posibilidad de proceder al primer pago mediante cheque. Esto puede suponer en la práctica a un gran ahorro de tiempo que, sobre todo, puede impedir el dejar en situación de desamparo al perceptor de la prestación durante el tiempo que conlleva el proceso de tramitación habitual, cosa muy útil en algunas situaciones de extrema gravedad como los desahucios. También puede evitar el uso recurrente de las Ayudas de Urgencia.
Hasta el momento no se ha conseguido encontrar a ningún profesional que haya conseguido tramitar el pago en este formato ni que conozcan a alguien que lo haya hecho. Se dice conseguido porque el que lo ha intentado ha sido obstaculizado por su jefe/a de servicio. Por lo que lo único que podemos verificar sobre esta medida es su inoperancia hasta la fecha.
4. Conclusiones
En Aragón, al igual que en otras CCAA, la renta mínima ha estado hibernando desde hace más de una década y con niveles extremadamente reducidos de desarrollo (Laparra, 2004). Está dentro del grupo de CCAA que, una vez se adopta un modelo determinado, tiende a estabilizarse y no se introducen nuevos cambios producto del aprendizaje y del contraste con otras experiencias (Aguilar, Gaviria y Laparra, 1995).
Una vez realizado el análisis del nuevo decreto se puede decir que esto no ha cambiado, la reforma ha sido insuficiente y continuista. Los propios profesionales la han calificado como: “un brindis al sol” (E4); “oportunidad perdida” (E2) o “simplista” (E3). Después de 17 años y del trabajo realizado en el 2006 por el Gobierno de Aragón para estudiar las posibilidades de mejora de este programa, la reforma ha sido decepcionante. 
La mayor parte del esfuerzo se ha invertido en la reducción del tiempo de tramitación y en la simplificación burocrática. Esfuerzo que no se ha visto acompañado de los medios suficientes para su consecución. Esto parece responder al espectacular aumento del número de perceptores en los últimos tres años a los que hay que atender en el mínimo posible de tiempo. 
No siendo este un aspecto menor se ha dejado sin modificación los grandes caballos de batalla de este programa, los que le dan el espíritu y filosofía al mismo, nos referimos:

· Artículo 1: La definición misma del programa.
· Artículo 2 y 3: Los titulares y la unidad familiar respectivamente. Con una reforma de estos artículos se podría haber ampliado de forma ostensible la cobertura y cuantías de las prestaciones ya que en ellos aparecen los requisitos para poder acceder y quién es la unidad familiar del titular para luego poder obtener el cálculo de la cuantía de la prestación.
· Artículo 4: Las obligaciones. Este es uno de los puntos más controvertidos, es el que se puede denominar como contraprestación, es decir la ayuda se le  concede al solicitante pero a cambio tiene que cumplir con una serie de requerimientos. Este aspecto así como el de estar destinado a núcleos familiares restringen ampliamente su cobertura.

· Artículo 5: Prestación económica. Es en este artículo donde se expresa la subsidiariedad de esta prestación respecto a cualquier otro tipo de ingreso así como la imposibilidad de otorgarse más de una prestación por familiar.
· Artículo 6: La cuantía. Siendo este uno de los aspectos más polémicos y, apareciendo como uno de los aspectos más necesarios para la mejora de la calidad de vida de los perceptores el aumento de la cuantía en la Propuesta de modificación del Gobierno de Aragón, parece criticable el que no se haya cambiado nada. Parece que el déficit presupuestario que padecen estas medidas sigue lastrándolas.

· Artículo 7: Determinación de recursos.

· Artículo 9: Duración. La ley prevé una limitación temporal de un año con posibilidad de ser renovado (art. 9). Estas ayudas no deberían estar sujetas más que a la resolución de la situación de estas personas.
· Artículo 12: Suspensión de la prestación.
· Artículos artículos 3, 4, 18 y 21.3c: En estos artículos se trata  la inserción laboral.
· Artículos del 17 al 26: planes individualizados, proyectos de inserción y su financiación.
Se puede concluir que la aparición de este decreto no ha supuesto una reducción del tiempo tramitación y, por lo tanto, no ha cumplido con el objetivo de “simplificar y agilizar la gestión de los órganos que tramitan y resuelven  este programa del Ingreso Aragonés de Inserción”. Esto parece deberse a la urgencia de dar cubertura, al menos económica, al gran aumento en el número de solicitantes de este programa en los años de crisis económica que vivimos. 

Respecto al segundo gran objetivo “mejorar los requisitos y condiciones para poder acceder a esta prestación económica” no parece que se haya puesto mucho empeño en ello. Salvo las dos modificaciones que se han señalado en el análisis (artículo 11 y 29) que sí que  son descabales por lo novedoso y la mejora que puede suponer en la aplicación del programa, no se ha modificado nada que suponga una mejora significativa, de hecho, como se ha visto, el artículo 2 donde aparecen los requisitos no se ha modificado.

Finalmente podemos decir que en esta primera modificación se han dejado grandes y problemáticos aspectos sin modificar como los anteriormente citados. No quiere decir esto que los cambios realizados no sean positivos, que lo son, pero en conjunto muy escasos para lograr el objetivo principal que es  adaptar este programa a “los cambios sociales y la actual coyuntura económica”. Después de 17 años de pasividad normativa los cambios se han reducido a intentar reducir los plazos de concesión de la prestación pero no se ha entrado en la filosofía subyacente del programa tal y como se ha concebido, es decir, en intentar cambiar el carácter residual asistencial de este programa sujeto a contraprestaciones por parte de los usuarios. 
Se ha de señalar que el IAI está destinado a personas que no tienen derecho a otro tipo de prestaciones contributivas  ni poseen ingresos de ningún tipo, por eso es calificado como la última red de protección. Pero esta última red, al igual que sucede con los servicios sociales, no puede hacerse cargo de los déficit de políticas públicas educativas, laborales y a las dificultades de acceso a la vivienda, a los servicios sanitarios, pensiones dignas o  los servicios de apoyo a la familia. A lo que hay que añadir que la precariedad laboral ha cambiado el propio concepto de trabajo y de carrera laboral. La globalización y la flexibilidad han producido grandes grupos de trabajadores pobres (no necesariamente inmigrantes) (CESA, 2010). La política de vivienda, en concreto, lastra fuertemente a programas como el IAI ya que el coste de la vivienda en nuestro país, ya sea de alquiler o de compra, puede acaparar gran parte de la escasa cuantía económica del programa. 
Estos déficits políticos acentuados por la crisis, han hecho que lleguen a los servicios sociales población no habitual, “normalizada”, pero el IAI no estaba concebido en un principio para esta población y no mantiene niveles de vida solo cubre necesidades de subsistencia. Por lo tanto tampoco ha conseguido apartarse a “los cambios sociales y la actual coyuntura económica”. No sería justo pedirle ni a los servicios sociales ni a lAI que tengan que solventar todas las grandes carencias de nuestras políticas sociales que son las que en gran medida propician la existencia de pobreza y exclusión social junto con una insuficiente redistribución de la riqueza.
El IAI sigue pues a la espera de que se realice una reforma en profundidad que mejore sus cualidades como herramienta de contención y lucha contra la exclusión social, reforma que deberá venir aparejada de una mejora del servicio que se encarga de su gestión, los servicios sociales, ya que los defectos de este servicio están dificultando la aplicación del IAI y que prácticamente convierten a esta esperada reforma en inútil. Está nueva reforma deberá abordar justamente todos los aspectos que no han sido abordados en este decreto y que son los que realmente podrían significar un cambio en la concepción de este programa y un cambio real de su filosofía subyacente.
Está crisis ha conseguido mostrarnos los deficitario de nuestro estado de bienestar. La frágil estructura del edificio de nuestro estado de bienestar ya tenía algunas grietas de consideración pero conseguía mantenerse en pie. Pero al someterlo al terremoto de la crisis ha empezado a ceder por las partes más débiles como pueden ser servicios sociales o vivienda. Ya estamos avisados de la gravedad de las deficiencias estructurales de nuestro edificio, es el momento de empezar a apuntalar y reparar la estructura para después reformar y mejorar todo el edificio. Esperemos que cuando políticos y ciudadanos se den cuenta no estemos ya en la calle porque se nos ha caído el edificio.
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� Encuesta de Población Activa. Tercer trimestre de 2011.


� El País 3-12-2010: “Pesar en el PSOE por la eliminación de la ayuda de 446 euros" 


� Real Decreto ley 1/2011, de 11 de febrero, de medidas urgentes para promover la transición al empleo estable y la recualificación profesional de las personas desempleadas. 


� Heraldo de Aragón 17-04-2009: “Unos 2.000 parados aragoneses que no tengan subsidio podrán cobrar el IAI desde mayo”


� Debido a lo acotado del espacio no se puede reproducir aquí un análisis en profundidad de los problemas de este programa antes del decreto por lo que para más información y una mejor compresión de este texto remitimos a Hernández, 2011, referenciado en la bibliografía. 


� Ley 5/2009, de 30 de junio, de Servicios Sociales de Aragón.


� Gobierno de Aragón (2006). “Propuesta de modificación del Ingreso Aragonés de Inserción”, Departamento de Servicios Sociales y Familia, Zaragoza.


� Heraldo de Aragón 17-04-2009: “Unos 2.000 parados aragoneses que no tengan subsidio podrán cobrar el IAI desde mayo”


� Como figura en el prólogo de este mismo decreto: “… en el año  1996 se produjo un cambio en la estructura organizativa en materia de servicios sociales, con motivo de la creación del Instituto Aragonés de Servicios Sociales, en adelante IASS, pasando a ser competencia de los órganos del mencionado organismo la resolución de las prestaciones económicas de carácter social, entre ellas el Ingreso Aragonés Inserción […] Las Direcciones Provinciales del IASS son competentes en la resolución de las solicitudes de la prestación y la Dirección Gerencia del IASS resolverá los Proyectos de Inserción …”


� Esta ley no aparecía en la anterior norma ya que no existía.


� Decreto 57/1994, de 23 de marzo, de la Diputación General de Aragón, por el que se regula el Ingreso Aragonés de Inserción en desarrollo de la ley 1/1993, de 19 de febrero, de Medidas Básicas de Inserción y Normalización Social.


� Heraldo de Aragón 01-04-2011: “El Ayuntamiento deja sin cubrir un tercio de las bajas de los trabajadores sociales”
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